
INMINENTE NEGOCIACIÓN DEL PEIA 2019

Galileo Galilei, «existen dos tipos de mentes poéticas: una apta para inventar fábulas
y otra dispuesta a creerlas».

El 9 de mayo de este año hay elecciones sindicales. Desde hace tiempo todo lo que ocurre se
explica por ese solo acontecimiento.

Hasta que se celebren las elecciones los sindicatos de siempre estarán sometiendo a la
plantilla a todo el estrés del que sean capaces. Anunciando todo tipo de desgracias para luego
asegurar que nos han salvado de las mismas. Mentiras que caen sobre otras anteriores y que
empequeñecen a las futuras.

Una estrategia en la que últimamente cuentan con la inestimable colaboración de RRHH. Eso
acaba traduciéndose en una suerte de continuas crisis, provocadas por supervillanos
imaginarios (casualmente los rivales sindicales de tan serviles sindicatos), que requieren la
intervención de ellos a modo de también imaginarios superhéroes.

El ejemplo más reciente se ha producido con los Paneles. El siguiente lo tenemos a la vuelta
de la esquina, en la inminente negociación de un nuevo PEIA.

¡Lo qué tuvimos que escuchar y leer el año pasado en relación con el PEIA 2018!

El recurso de GESTHA (contra las irregularidades en la negociación colectiva) iba a poner en
peligro los pagos mensuales. Y ahí no acababa la cosa… el futuro del PEIA y aún de la carrera y
las reclasificaciones estaban también en juego por culpa de los irresponsables de GESTHA.

Por supuesto, todo era mentira, como siempre. El PEIA de 2018 está en nuestros bolsillos, las
reclasificaciones están en curso, y en unos días se negociarán los criterios de distribución del
PEIA para el año 2019.

Y se volverá a liar. Esos mismos “representantes” jugarán a asustar a la plantilla, anunciarán
todo tipo de males, de los que responsabilizarán a sus rivales sindicales.

Miedo, miedo, miedo. Eso es lo que les ocupa. Son expendedores de miedo. ¿En beneficio de
la plantilla?

En 2014 el PEIA se dotó con 19 Millones, en 2015/2016 con 40, en 2017 con 60 y el 2018 con
95, al acumularse un nuevo objetivo de gestión. Ese incremento se distribuyó mediante los
pagos mensuales.

Todo ello no tuvo nada que ver con amenazas de encierros ni otras pamplinas, como
cualquiera puede imaginar. La única influencia que tuvieron esos sindicatos en el PEIA fue la
ignominiosa exigencia de adhesión expresa al mismo. Algo que ahora han decidido incorporar
a todos los acuerdos que firman. No les basta con humillarse ellos, tienen que humillar a toda
la plantilla.



Prevemos para este año un PEIA de importe similar al de 2018, salvo que se haya decidido
renunciar al cumplimiento de objetivos. Respecto al fondo del asunto (criterios de reparto del
PEIA 2019) tenemos los antecedentes de años anteriores.

Incentivos al Rendimiento
en las Cuentas Anuales de

la AEAT

Importe
pagado

Diferencia
respecto al

2013

Dotación extra
para el PEIA

2013 114.538.000

2014 136.650.429 22.112.429 22

2015 162.174.157 47.636.157 45

2016 164.087.302 49.549.302 47

2017 185.341.956 70.803.956 60

Estimado 2018 215.000.000 100.462.000 95

La AEAT, año tras año, aplica a la retribución variable de los Técnicos la famosa regla no
escrita de 1/3 respecto a la de los Inspectores, los datos son tozudos. De nada sirve que
nuestro colectivo perciba en 2018 el 44% de lo pagado al A1 en concepto de PEIA, puesto que
esta bolsa supone menos de la mitad del total de productividad repartida en la AEAT, y que
sólo parcialmente es objeto de negociación (por mucha parte garantizada y milongas que
vengan a contarnos). En la foto final del año se constata con qué desahogo e
impunidad maniobra la dirección de la AEAT, puesto que la suma de todas las retribuciones
variables nos sigue degradando a percibir tan solo la tercera parte que un funcionario A1. No
es de extrañar que les preocupe la transparencia.

Los de siempre, a buen seguro más preocupados por apuntalar un mayor pellizco para el
grupo C, en detrimento del A2, y en combatir junto a la dirección de la AEAT la exigencia de
transparencia en los criterios de distribución que reclamamos. "Fuentes sindicales" nos
regalan la noticia que sigue a este comunicado, aunque para ello pongan en riesgo el propio
crédito destinado al PEIA. Ojalá pasen pronto las elecciones sindicales, antes de que nos
arruinen a todos.

También prevemos, por desgracia, que la Mesa del PEIA de este año no nos
ahorrará mentiras, bochorno y mucho teatro. La habitual sobreactuación puede girar, si los
actores así lo desean, en torno al mantenimiento o supresión de los pagos mensuales. Al
menos garantizan el espectáculo. Quizá eso les haga pensar que son espectaculares.

Sí, lo dijo Galileo, pero afirmar que la mente de esta tropa es poética resulta grotesco.
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Los incentivos a la lucha contra el fraude, en riesgo
Jaque a los 'bonus' de hasta 12.000€ para

los inspectores de la Agencia TributariaHacienda se encomienda al Supremo para defender el esquema dereparto de la productividad. Admite que una sentencia en contra lopondría en riesgo.
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La plantilla de la Agencia Tributaria se expone a perder en los tribunales de

justicia el jugoso plan de incentivos al rendimiento 'ganado' en el diálogo



social en 2014 y que el pasado año significó de media un extra de entre de
2.150 y 9.300 euros en función de su categoría profesional para los

profesionales del organismo encargado de gestionar la correcta aplicación del

sistema fiscal. El asunto puede resultar singularmente gravoso para los

inspectores de Hacienda que, según fuentes sindicales, pueden llegar a

embolsarse hasta 12.000 euros extra al año gracias al conocido como Plan

Especial de Intensificación de Actuaciones (PEIA), que a grandes rasgos

permite al personal de la Agencia acceder a un plus salarial a cambio de

incrementar sus horas de dedicación (12 horas al año) y contribuir al

cumplimiento de determinados objetivos recaudatorios en la lucha contra el

fraude.

Hace unas semanas la Audiencia Nacional se convirtió en la tercera

instancia en exigir a la Agencia Tributaria que levantara el velo sobre los

detalles del Plan, los objetivos asignados a las distintas áreas,

administraciones, unidades, equipos y secciones; la vinculación de estos

objetivos con el abono de los pagos por productividad; y los criterios que se

tienen en cuenta a la hora de ejecutar ese reparto entre las distintas áreas de la

Agencia. Antes de la Audiencia, el Consejo de Transparencia y Buen

Gobierno y los tribunales económico-administrativos ya habían conminado a
la AEAT a hacer lo mismo, pero sin éxito.

Mira también
Hacienda mueve ficha para aclarar el uso fiscal de las sociedades
tras el 'caso Pepu'

La nueva Dirección de la Agencia Tributaria -que se ha encontrado con este

problema heredado de la anterior etapa- ya ha comunicado a los sindicatos

que recurrirá en casación al Tribunal Supremo la sentencia de la

Audiencia Nacional, pero según fuentes sindicales también les ha advertido de

que si el Alto Tribunal mantiene la exigencia planteada en principio por

Transparencia y reiterada hace unas semanas por la Audiencia Nacional



"estaría en grave riesgo la configuración del Plan Especial tal y como lo

conocemos", según se precisa en un acta sindical de la última reunión con el

director de Recursos Humanos de la Agencia Tributaria a la que ha tenido

acceso La Información.

Las fuentes consultadas no ocultan su preocupación por el asunto. En estos

años el PEIA se ha convertido en un elemento clave de la política laboral de

la Agencia Tributaria, no solo porque ha permitido optimizar el potencial de

los escasos recursos disponibles para orientarlo a mejorar los resultados de la

lucha contra el fraude, sino porque ha operado como un suerte de 'acuerdo de
carrera profesional en la sombra', permitiendo a buena parte de la plantilla

de la Agencia acceder a una mejora de las retribuciones en un contexto

general de congelación salarial en el ámbito de las Administraciones Públicas.

La solución, sin embargo, no ha gozado ni una sola vez de la aprobación
general de las centrales sindicales. En unos casos por un supuesto

desequilibrio entre categorías y unidades en el reparto de los 'bonus' por

productividad, en otros por su no aplicación al personal laboral y últimamente

por su presunto efecto inhibidor sobre otras reivindicaciones del personal de la

Agencia, como la aplicación del acuerdo de carrera profesional- pendiente

desde 2007 -, siempre ha habido sindicatos con peso interno que no han

rubricado el Plan.

De hecho la consulta a Transparencia de la Junta de Personal de
Valenciaque está en el origen de este rosario de resoluciones contrarias a la

Dirección de la Agencia Tributaria y en la que se exigía información sobre el

detalle de los criterios que habían determinado el reparto de los 'bonus' por

productividad vinculados al PEIA en 2015 y 2016 fue respaldado por cuatro

de los seis sindicatos representados en el órgano. Fuentes de la Agencia

Tributaria conocedoras de los mecanismos de aplicación de este Plan admiten

que si bien dos terceras partes se asignan en función de objetivos tasados,

alrededor de una tercera parte de los recursos repartidos con cargo a este
Plan se reparte "de forma discrecional".

Otras fuentes sindicales consultadas subrayan que la problemática no se centra

tanto en el PEIA - donde aseguran que el 75% de los fondos se distribuyen en

base a criterios objetivos - como en el reparto de la bolsa general de
productividad del personal de la Agencia Tributaria, "donde hay un amplio



margen de discrecionalidad cuando no de arbitrariedad", aseguran estas

fuentes.

Los argumentos de la Agencia Tributaria para no proporcionar esta

información van por dos vías. En primer lugar, se alude a un

posible problema de protección de datos personales, ya que la necesidad de

detallar el reparto de los premios de productividad obligaría a proporcionar

información sobre el desempeño particular de cada uno de los trabajadores

acogidos al plan. En segundo lugar, se apela a un choque de ámbitos. La

Agencia Tributaria defiende que el PEIA, sus objetivos y sus criterios son un

sistema acordado con la mayoría de la representación de los trabajadores y

que el valor de ese acuerdo trasciende las obligaciones de transparencia

exigidas desde el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, encargado de

hacer que la ley en esa materia se cumpla.

El estímulo que necesitaba la lucha contra el fraude

Era el año 2014 y Cristóbal Montoro necesitaba soluciones. Al Gobierno le

urgía reducir el déficit público del país de la manera más rápida posible - el

año 2013 se había cerrado con un desequilibrio del 7% del PIB - y las medidas

implementadas para generar nuevos ingresos -como la polémica amnistía

fiscal- no habían surtido el efecto deseado. Hacienda necesitaba recaudación

como fuera y dirigió su mirada a la lucha contra el fraude. El panorama no era

muy alentador. La recaudación de ese canal se había desplomado un 5% en

2013 y las arcas públicas carecían de los recursos necesarios para reforzar el

personal y las herramientas informáticas asignados a estas tareas. Entonces a

alguien se le ocurrió una idea: establecer un programa de incentivos para el

personal de la lucha contra el fraude, de modo que se les diera a acceso a un
apetecible 'bonus' a cambio de echar más horas y, por supuesto, de lograr

una serie de objetivos de recaudación.

El plan de 2014 fue un éxito. Después de tres años de congelación salarial, los

profesionales de los equipos de la lucha contra el fraude se acogieron al plan

de incentivos -de adscripción voluntaria- de forma masiva atraídos por la

expectativa de una mejora en sus retribuciones y los resultados no solo

respondieron a lo esperado sino que superaron holgadamente las expectativas.

Montoro había fijado su aspiración de ingresos extra para ese año en 10.790

millones de euros y los resultados a cierre de año arrojaron un saldo de 12.318

millones.



Al año siguiente, en 2015, los sindicatos ya negociaron la extensión del
mismo a todo los funcionarios de la Agencia Tributaria (AEAT) y su

dotación tuvo que duplicarse. Un año después se dio entrada también al

personal laboral hasta extenderse prácticamente a la totalidad de la plantilla de

la Agencia: funcionarios y personal laboral.

Desde su creación hasta el año pasado - último ejercicio en que se aplicó el

PEIA - la dotación de esta 'retribución variable' vinculada a resultados no ha

dejado de crecer, del mismo modo que los objetivos vinculados al Plan, que se

han sofisticado desde el simple cumplimiento de una cifra de recaudación

global a la consecución de objetivos en ámbitos específicos de la lucha contra

el fraude como la persecución de las tramas de IVA o la mejora de la

información y la asistencia a los contribuyentes para mejorar los ratios de

cumplimiento voluntario de sus obligaciones.

Según los datos avanzados por la Agencia Tributaria a los sindicatos, a los que

ha tenido acceso La Información, el pasado año 2018 el 96% de la plantilla de

la Agencia Tributaria se adhirió al Plan, obteniendo de media un extra

salarial por ello de 3.844,66 euros, frente a los 2.494,11 euros del año 2017,

un 54% más.

Pese al revés judicial recibido hace apenas unas semanas la Agencia

Tributaria tiene previsto abrir en los próximos días la negociación con los

sindicatos para el PEIA de 2019, para el que los sindicatos pretenden

consolidar las percepciones fijas asociadas al plan y apuntalarlo como

una suerte de complemento retributivo permanente - aunque no

consolidable en la nómina - que se cobraría en diez pagos anuales. Todo esto

es lo que la Agencia Tributaria se juega en el Tribunal Supremo.


